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En Madrid, a dieciséis de septiembre de dos mil trece.

Visto el presente recurso contencioso-administrativo núm. 350/2011 interpuesto por Don  Donato  ,
Guardia civil en activo, contra Resolución de la Dirección General de la Guardia civil de la Subsecretaría
del Ministerio del Interior de 16 de noviembre de 2010, que denegó al recurrente la compatibilidad para el
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ejercicio de la actividad privada de Portavoz de la Asociación Mutua Motera; habiendo sido parte en autos la
Administración demandada, representada y defendida por el Abogado del Estado.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO - Interpuesto el recurso y seguidos los trámites establecidos en la ley reguladora de esta
Jurisdicción, se emplazó a la parte actora para que formalizara la demanda lo que verificó mediante escrito
en el que después de exponer los hechos y fundamentos de derecho que consideró de aplicación y terminó
suplicando que se dicte sentencia anulando la resolución impugnada, acordando el derecho del recurrente a
compatibilizar su puesto como Portavoz de la Asociación Mutua Motera, con su actividad como funcionario
de la Guardia Civil .

SEGUNDO - El Abogado del Estado contesta la demanda mediante escrito en el que después de
exponer los fundamentos de derecho que consideró de aplicación, terminó suplicando que se dicte sentencia
desestimando el recurso.

TERCERO - Finalizada la tramitación, quedó pendiente para deliberación y fallo, señalándose la
audiencia del día 13 de septiembre de 2013, teniendo lugar así.

Ha sido Ponente la Magistrado Ilma. Sra. Doña Teresa Delgado Velasco, quien expresa el parecer de
la Sala.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO - El presente recurso contencioso-administrativo fue interpuesto por Don  Donato  , Guardia
civil en activo, contra Resolución de la Dirección General de la Guardia civil de la Subsecretaría del Ministerio
del Interior de 16 de noviembre de 2010, que denegó al recurrente la compatibilidad para el ejercicio de la
actividad privada de Portavoz de la Asociación Mutua Motera.

El recurrente, destinado como motorista en el Destacamento de Tráfico de Fraga (Huesca), había
solicitado en fecha de 6 de septiembre de 2010 autorización para compatibilizar su situación de Guardia Civil,
con una segunda actividad privada de Portavoz de la Asociación Mutua Motera, que hace sin cobrar ningún
tipo de sueldo o retribución al objeto de reducir los accidentes de tráfico y sus consecuencias de usuarios
motociclistas, y se refiere a su actuación en el destacamento, y su actividad como socio miembro de la Junta
directiva de la asociación Mutua Motera, en la que realiza una actividad altruista, y se refiere a la actividad
de dicha asociación de prevención de accidentes de tráfico. Solicitud de compatibilidad que le fue denegada.

Consta la Resolución de la Dirección General de la Guardia civil de la Subsecretaría del Ministerio del
Interior de 16 de noviembre de 2010, que denegó al recurrente la compatibilidad para el ejercicio de la actividad
privada de Portavoz de la Asociación Mutua Motera, por la que se desestima por tanto su petición, haciendo
referencia a la normativa general sobre incompatibilidades y a la percepción de complemento específico que
supera el 30% de sus retribuciones básicas ( 4118,64 euros de un total de 10.285, 94 euros de retribuciones
básicas ) .

Contra la misma interpuso recurso de reposición explicando que ingresó en la Agrupación de Tráfico en
1986. La resolución del Ministerio de 16 de noviembre de 2010. que se dicta resolviendo el recurso desestima
el mismo

Contra las mismas se interpuso directamente recurso contencioso-administrativo. La demanda alega
que además de esta Asociación, realiza actividades en diversas entidades, sin ánimo de lucro, de lucha contra
consumo de drogas, seguridad vial etc.

Explica que la asociación Mutua Motera, entidad sin ánimo de lucro, tiene como objeto la reducción de
los accidentes de tráfico, y la actividad se realiza fuera de su horario, y sin retribución económica. Se refiere
a su actividad como Guardia Civil y las funciones que tiene, así como las que tiene la asociación que no
compromete su imparcialidad. Cuestiona la interpretación sobre la percepción del complemento específico,
y alega asimismo que la resolución recaída en el expediente disciplinario por falta muy grave reconoce la
compatibilidad.

El Abogado del Estado se opone a la estimación del recurso considerando que está motivada la
resolución y considerando en cuanto al fondo motivos que se oponen a la pretensión del actor como sus
obligaciones funcionariales y el complemento especifico de más de un 30% de las retribuciones básicas .

SEGUNDO. - En cuanto al tema de fondo, cabe recordar que son numerosos los pronunciamientos de
esta misma Sección que han venido reconociendo el derecho del personal de la Guardia Civil a compatibilizar
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el ejercicio de sus funciones con el desempeño de una actividad en el ámbito privado, con las limitaciones
particulares que recogen estos mismos pronunciamientos.

Parten las Sentencias dictadas sobre la cuestión de que lo establecido en el artículo 6.7 de la
Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, según el cual
"la pertenencia a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado es causa de incompatibilidad para el
desempeño de cualquier otra actividad pública o privada, salvo aquéllas exceptuadas de la legislación sobre
incompatibilidades", remiten totalmente a la legislación sobre incompatibilidades, como así se sigue de su
propio tenor literal. Los preceptos de dicha legislación que se refieren a la compatibilidad con actividades
privadas son los contenidos en los artículos 11 a 15 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre (Capítulo
IV de dicha norma legal). La correcta interpretación de tales preceptos, se dice, permite concluir que: a)
La incompatibilidad con el ejercicio de actividades privadas se refiere exclusivamente a aquéllas "que se
relacionen directamente con las que desarrolle el Departamento, Organismo o Entidad donde estuviera
destinado el funcionario" (artículo 11.1, en relación con el 1.3); b) Existen actividades privadas que son del
todo incompatibles, concretamente las mencionadas en el artículo 12. En los casos entonces analizados se
consideraba que la actividad privada solicitada (en realidad muy diversa, pero significadamente centrada en
el ejercicio de profesiones tituladas como la Abogacía, Psicología o la Enfermería, entre otras) no era ni
absolutamente incompatible ni del todo compatible por no estar incluido ni en el artículo 12 ni en el 19 de la
Ley, por lo que la determinación de su régimen jurídico habría de efectuarse a tenor de lo dispuesto en los
artículos 1.3 y 11.1 de la Ley 53/1984 y de las normas reglamentarias que los desarrollan. Los dos preceptos
legales citados condicionan la incompatibilidad del desempeño de un puesto de trabajo en la Administración
con el ejercicio de actividades privadas a cualquiera de las dos circunstancias explicitadas en el artículo 1.3:
la primera, que la actividad solicitada "pueda impedir o menoscabar el estricto cumplimiento de los deberes
del funcionario"; la segunda, que "pueda comprometer su imparcialidad o independencia". El estudio en cada
supuesto concreto de la naturaleza de la actividad privada, a la vista de lo preceptuado en el Real Decreto
517/86, de 21 de febrero (de Incompatibilidades del Personal Militar, aplicable a los miembros de la Guardia
Civil según su artículo 1º) y en el Real Decreto 598/85, de 30 de abril (Incompatibilidades del Personal al
Servicio de la Administración del Estado, Seguridad Social y Organismos dependientes), determinó en su caso
el reconocimiento de la compatibilidad .

TERCERO .-En este concreto supuesto que nos ocupa es preciso analizar la situación particular del
interesado, que cumple su función como motorista en un Destacamento de Tráfico de la Guardia Civil de Fraga
(Huesca), y pretende compatibilizar ésta con su puesto como Portavoz de la Asociación Mutua Motera.

Como ya hemos avanzado, la cuestión que se plantea en este proceso ha sido abordada en análogos
términos en Sentencia de esta misma Sección de fecha 24 de mayo de 2001 (y otras muchas posteriores)
cuyo criterio, plenamente trasladable al caso de autos, es el que a continuación se expone.

Así, y como entonces se decía, el artículo 6.7 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas
y Cuerpos de Seguridad del Estado, establece que "la pertenencia a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del
Estado es causa de incompatibilidad para el desempeño de cualquier otra actividad pública o privada, salvo
aquéllas exceptuadas de al legislación sobre incompatibilidades".

Como refleja la Resolución recurrida, ésta considera que dicho precepto ha de ponerse en relación
con el artículo 19 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre , sobre incompatibilidades del Personal al Servicio
de las Administraciones Públicas, que señala las actividades que "quedan exceptuadas del régimen de
incompatibilidades de la presente Ley". Al no encontrarse el ejercicio de una portavocía expresamente
mencionado en dicho artículo 19, concluye la Administración que no puede acogerse la pretensión del
recurrente.

No es éste, sin embargo, el criterio de la Sala tal y como señala la citada Sentencia de 24 de mayo
de 2001 .

Ha de entenderse, en primer lugar, que el artículo 6.7 de la Ley Orgánica 2/1986 remite in totum a
la legislación sobre incompatibilidades, como así se sigue de su propio tenor literal. Los preceptos de dicha
legislación que se refieren a la compatibilidad con actividades privadas son los contenidos en los artículos 11 a
15 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre (Capítulo IV de dicha norma legal). La correcta interpretación de tales
preceptos permite extraer las conclusiones siguientes: a) La incompatibilidad con el ejercicio de actividades
privadas se refiere exclusivamente a aquéllas "que se relacionen directamente con las que desarrolle el
Departamento, Organismo o Entidad donde estuviera destinado el funcionario" (artículo 11.1, en relación con
el 1.3); b) Existen actividades privadas que son incompatibles en todo caso, concretamente las mencionadas
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en el artículo 12, entre las que no se encuentra la docencia. Además el artículo 19 de la Ley (invocado en
la decisión impugnada) señala determinadas actividades que serían en todo caso compatibles, sin incluir
tampoco la docencia. Todo lo cual permite extraer una importante consecuencia: el ejercicio de la actividad
docente como tal no es ni absolutamente incompatible ni del todo compatible por no estar incluido ni en el
artículo 12 ni en el 19 de la Ley, por lo que la determinación de su régimen jurídico habrá de efectuarse a
tenor de lo dispuesto en los artículos 1.3 y 11.1 de la Ley 53/1984 y de las normas reglamentarias que los
desarrollan.

Los dos preceptos legales citados condicionan la incompatibilidad del desempeño de un puesto de
trabajo en la Administración con el ejercicio de actividades privadas a cualquiera de las dos circunstancias
explicitadas en el artículo 1.3: la primera, que la actividad solicitada "pueda impedir o menoscabar el estricto
cumplimiento de los deberes del funcionario"; la segunda, que "pueda comprometer su imparcialidad o
independencia". Dicho régimen se completa con las disposiciones de desarrollo constituidas, en lo que hace
al caso, por el Real Decreto 517/86, de 21 de febrero (Incompatibilidades del Personal Militar) y por el Real
Decreto 598/85, de 30 de abril (Incompatibilidades del Personal al Servicio de la Administración del Estado,
Seguridad Social y Organismos dependientes).

CUARTO.- En cuanto a la objeción relativa a la percepción de retribuciones de complemento especifico
en más de un 30 por ciento del sueldo base, sin perjuicio de la contradicciones de la Administración y de que la
interpretación que se viene haciendo no es la que realiza la Administración puesto que se viene considerando
que : "en relación con la percepción por el actor del correspondiente componente general y singular del
complemento específico atribuido al puesto de trabajo que desempeña, que según la resolución recurrida ha
de entenderse que además del concepto retributivo de "especial dedicación", el actor no tendría derecho a la
compatibilidad solicitada porque el complemento especifico que percibe el actor supera ampliamente el 30%
de sus retribuciones básicas, por lo que es de aplicación el artículo 16 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre
. Siendo también cuestión que se hace notar por la parte demandada en su escrito de contestación. Esta Sala
ha venido manteniendo que el concepto complementario retributivo a considerar a los efectos mencionados
debía ser el componente singular del complemento específico (siendo el del actor el de 4.118,64 euros anuales
según el oficio de la Dirección General de la Guardia Civil de 5 de noviembre de 2010 , de 10.778,44 euros
de los folios 7 y 8 del expediente) y no la suma global de los dos componentes del complemento específico,
y ello porque el componente general de complemento específico no guarda vinculación con el puesto que se
ocupa, dado que se percibe en función del "empleo" ostentado.

La Ley 53/1984 de 26 de diciembre, de incompatibilidades del personal al servicio de las
Administraciones Públicas, establecía en su artículo 16 en la redacción vigente en la fecha de la solicitud del
interesado lo siguiente:

"4. Asimismo, por excepción y sin perjuicio de las limitaciones establecidas en los arts. 1.3 , 11 , 12 y
13 de la presente Ley , podrá reconocerse compatibilidad para el ejercicio de actividades privadas al personal
que desempeñe puestos de trabajo que comporten la percepción de complementos específicos, o concepto
equiparable, cuya cuantía no supere el 30 por 100 de su retribución básica, excluidos los conceptos que tengan
su origen en la antigüedad."

El componente general es la parte del complemento específico que se percibe en función del empleo
que se tenga, siguiendo un orden jerárquico dentro de cada categoría. El componente singular es la
parte del complemento específico que retribuye las especiales condiciones en que la unidad de destino
desarrolla su actividad, así como dentro de ella, las particulares condiciones de responsabilidad, preparación
técnica, peligrosidad y penosidad del puesto. Los puestos podrán tener asignado un componente singular.
Ciertamente, esta norma equipara el complemento específico al regulado en la Ley 30/1984. Ahora bien,
al contrario que en ésta, distingue entre un componente general que se percibe en función del empleo
que se tenga, y con independencia de las características del puesto, y un componente singular, que es la
parte que retribuye las especiales condiciones en que la unidad de destino desarrolla su actividad, y dentro
de ella las condiciones particulares de responsabilidad, preparación técnica, peligrosidad y penosidad del
puesto. Estas características están también previstas en el artículo 23.3 de la citada ley , que establece en
su apartado b), entre las retribuciones complementarias: "El complemento específico destinado a retribuir las
condiciones particulares de algunos puestos de trabajo en atención a su especial dificultad técnica, dedicación,
responsabilidad, incompatibilidad, peligrosidad o penosidad. En ningún caso podrá asignarse más de un
complemento específico a cada puesto de trabajo." Es evidente, por tanto, que la equiparación que se hace
sólo es predicable respecto del componente singular del complemento específico, pues el componente general
es ajeno a las condiciones que retribuye el complemento específico para el personal civil. Por tanto, cuando
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un puesto tenga componente singular por tener unas especiales condiciones, a dicha parte del complemento
específico es a la que habrá que estar a efectos de lo dispuesto en el artículo 16. 4 de la Ley 53/1984 . "

QUINTO - Por si todo ello no fuera bastante existen otros argumentos ya apuntados en sentencia de
esta Sala de fecha de 10 abril de dos mil trece recaída en el recurso 136/2011 en el que también es recurrente
el Sr.  Donato  pero referido a la compatibilidad con el cargo de Director de la misma Asociación.

Como se dice en la misma el estudio en cada supuesto concreto de la naturaleza de la actividad privada,
a la vista de lo preceptuado en el Real Decreto 517/86, de 21 de febrero (de Incompatibilidades del Personal
Militar, aplicable a los miembros de la Guardia Civil según su artículo 1º) y en el Real Decreto 598/85, de
30 de abril (Incompatibilidades del Personal al Servicio de la Administración del Estado, Seguridad Social y
Organismos dependientes), determinó en su caso el reconocimiento de la compatibilidad.

En este concreto supuesto es preciso analizar la situación particular del interesado, que cumple su
función como motorista en la Guardia Civil, y pretende compatibilizar ésta con su puesto como Portavoz de la
asociación Mutua Motera . Si bien a primera vista podría pensarse que esta actividad puede comprometer la
que desempeña en la Guardia Civil, lo cierto es que analizadas las funciones entre una y otra no resulta así,
puesto que en la Guardia Civil realiza controles de tráfico, de seguridad ciudadana, vigilancia de conductores,
etc. , y la Asociación está dirigida a actividades diferentes, tales como investigaciones sobre incidencias
viarias de alto riesgo, programas de participación y sensibilización ciudadana, etc. No resulta así un tema,
como ha ocurrido en otros examinados ( por ejemplo, los relativos a cursos de seguridad privada), en que
se vea comprometida la situación del Guardia Civil como miembro del Cuerpo, o que pueda afectar a su
imparcialidad. En este caso, el interesado ha de evitar conductas concretas que de algún modo supongan un
riesgo para el interés general de la Guardia Civil o aspectos determinados, que en su caso, serían controlables
por otra vía, como de hecho ha sucedido con el procedimiento disciplinario seguido contra él. La Sentencia
dictada en dicho procedimiento, pone de relieve que no se aprecia infracción y se considera que en todo caso,
podrían plantearse problemas éticos o puntuales, puesto que en modo alguno podrían aceptarse conductas
susceptibles de ser calificada como infracción. En este sentido este criterio sirve de referencia dado que se
trata de datos concretos que se han tenido en cuenta para valorar su conducta en el procedimiento seguido
en tal vía.

Pero sin perjuicio de este extremo concreto, con carácter general no se observan motivos para
denegar la compatibilidad solicitada puesto que no inciden las funciones en la Asociación en las concretas
desempeñadas en el Cuerpo de la Guardia Civil, por tanto siguiendo el criterio general, ha de reconocerse
la compatibilidad en este supuesto.

En cuanto a la objeción relativa a la percepción de retribuciones de complemento especifico en más de
un 30 por ciento del sueldo base, sin perjuicio de las contradicciones de la Administración sobre la cantidad ,
hemos de fijar con claridad que la interpretación que se viene haciendo no es la que realiza la Administración
puesto que se viene considerando que: "en relación con la percepción por el actor del correspondiente
componente general y singular del complemento específico atribuido al puesto de trabajo que desempeña, que
según la resolución recurrida ha de entenderse que además del concepto retributivo de "especial dedicación",
el actor no tendría derecho a la compatibilidad solicitada porque el complemento especifico que percibe el
actor supera ampliamente el 30% de sus retribuciones básicas, por lo que es de aplicación el artículo 16 de la
Ley 53/1984, de 26 de diciembre . Siendo también una cuestión que se hace notar por la parte demandada en
su escrito de contestación. Pues esta Sala ha venido manteniendo que el concepto complementario retributivo
a considerar a los efectos mencionados debía ser el componente singular del complemento específico y no
la suma global de los dos componentes del complemento específico, y ello porque el componente general de
complemento específico no guarda vinculación con el puesto que se ocupa, dado que se percibe en función
del "empleo" ostentado.

La Ley 53/1984 de 26 de diciembre, de incompatibilidades del personal al servicio de las
Administraciones Públicas, establecía en su artículo 16 en la redacción vigente en la fecha de la solicitud del
interesado lo siguiente:

"4. Asimismo, por excepción y sin perjuicio de las limitaciones establecidas en los arts. 1.3 , 11 , 12 y
13 de la presente Ley , podrá reconocerse compatibilidad para el ejercicio de actividades privadas al personal
que desempeñe puestos de trabajo que comporten la percepción de complementos específicos, o concepto
equiparable, cuya cuantía no supere el 30 por 100 de su retribución básica, excluidos los conceptos que tengan
su origen en la antigüedad."
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El componente general es la parte del complemento específico que se percibe en función del empleo
que se tenga, siguiendo un orden jerárquico dentro de cada categoría.

El componente singular es la parte del complemento específico que retribuye las especiales condiciones
en que la unidad de destino desarrolla su actividad, así como dentro de ella, las particulares condiciones de
responsabilidad, preparación técnica, peligrosidad y penosidad del puesto. Los puestos podrán tener asignado
un componente singular.

Ciertamente, esta norma equipara el complemento específico al regulado en la Ley 30/1984. Ahora
bien, al contrario que en ésta, distingue entre un componente general que se percibe en función del empleo
que se tenga, y con independencia de las características del puesto, y un componente singular, que es la
parte que retribuye las especiales condiciones en que la unidad de destino desarrolla su actividad, y dentro
de ella las condiciones particulares de responsabilidad, preparación técnica, peligrosidad y penosidad del
puesto. Estas características están también previstas en el artículo 23.3 de la citada ley, que establece en
su apartado b), entre las retribuciones complementarias: "El complemento específico destinado a retribuir las
condiciones particulares de algunos puestos de trabajo en atención a su especial dificultad técnica, dedicación,
responsabilidad, incompatibilidad, peligrosidad o penosidad. En ningún caso podrá asignarse más de un
complemento específico a cada puesto de trabajo." Es evidente, por tanto, que la equiparación que se hace
sólo es predicable respecto del componente singular del complemento específico, pues el componente general
es ajeno a las condiciones que retribuye el complemento específico para el personal civil. Por tanto, cuando
un puesto tenga componente singular por tener unas especiales condiciones, a dicha parte del complemento
específico es a la que habrá que estar a efectos de lo dispuesto en el artículo 16. 4 de la Ley 53/1984 . "

Este criterio general asumido en todos los casos se sigue en éste como es lógico, pero además y a
mayor abundamiento en este caso concreto se ha reiterado que el recurrente no percibe remuneración por
las funciones de portavoz realizadas en la Asociación, por lo que este obstáculo pierde vigencia. A ello cabe
añadir, que el obstáculo puede plantearse también en cuanto a la dedicación a la otra actividad, pero ello se
salvaguarda con la previsión de que la compatibilidad en todo caso será posible, siempre con estricto respeto
al cumplimiento de sus funciones en la Guardia Civil.

SEXTO .-Por todo ello, y por lo dicho anteriormente, el recurso ha de ser estimado y reconocer la
compatibilidad del recurrente como Guardia Civil con la actividad privada de Portavoz de la Asociación Mutua
Motera. Como se ha dicho, tal compatibilidad no puede ser plena, sino ajustada a las previsiones de los
artículos 1.3 y 11.1 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre , así como del artículo 8 del Real Decreto 517/1986,
de 21 de febrero , de tal suerte que no podrá impedir o menoscabar el estricto cumplimiento de sus deberes,
esto es, deberá ejercerse con escrupuloso respeto al horario asignado al puesto de trabajo del actor, y tampoco
podrá comprometer su imparcialidad o independencia.

SEPTIMO .- No procede hacer declaración sobre costas, al no apreciarse temeridad ni mala fe en las
partes, con arreglo a lo dispuesto en el art. 139 de la LJCA , en la redacción aplicable a este recurso.

FALLAMOS

Que estimando el recurso contencioso-administrativo núm. 350/2011 interpuesto por Don  Donato  ,
Guardia civil en activo, contra Resolución de la Dirección General de la Guardia civil de la Subsecretaría del
Ministerio del Interior de 16 de noviembre de 2010, que denegó al recurrente la compatibilidad para el ejercicio
de la actividad privada de Portavoz de la Asociación Mutua Motera; debemos anular y anulamos las mismas
reconociendo el derecho del recurrente a la compatibilidad solicitada, con estricto respeto al horario asignado
al puesto de trabajo y con estricto cumplimiento de sus deberes, y con la previsión de que no comprometerá
en modo alguno su imparcialidad o independencia. No procede hacer declaración sobre costas.

Notifíquese la presente resolución con arreglo a lo dispuesto en el art 248 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial , expresando que contra la misma no cabe recurso.


